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Resumen 

La población LGTBI en México es un grupo vulnerable que carece de una política pública que promueva el pleno 
ejercicio de sus derechos humanos. En el periodo de 2012 a 2018 la Administración Pública Federal implementó 
dos programas que contemplaban líneas de acción para atender la problemática de derechos humanos y 
discriminación de este grupo, sin embargo, los programas carecen de indicadores e información que permitan 
conocer y comprender la eficacia e impacto de la acción gubernamental. A partir del análisis de la situación de este 
grupo en México, en relación a la armonización legislativa con enfoque de derechos humanos, se hacen evidentes 
los retos para los nuevos gobiernos para la formulación, implementación y evaluación de una política LGBTI en el 
ámbito federal, estatal y municipal.
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1.	 Introducción 

“El Estado de derecho propicia un amplio espacio para la reforma de las instituciones existen-
tes y para la búsqueda de los proyectos sociales legítimos que se sostiene desde la pluralidad 
de la vida colectiva” (Haro, 2010:127). En la actualidad, el Estado mexicano ha configurado 
un espacio donde los individuos interactúan con base a valores y principios jurídicos demo-
cráticos, lo cual implica un modelo en el que los ciudadanos son los titulares de los derechos 
fundamentales, como lo son los derechos políticos, civiles, de libertad y sociales.

En este sentido, un Estado democrático de derecho no se reduce a requisitos como el imperio 
de la ley, la división de poderes, la legalidad de la administración y la existencia de derechos y 
libertades fundamentales. Su alcance conlleva el reto de igualar la legalidad y la legitimidad de 
las acciones del gobierno y de las demandas de la ciudadanía para promover un Estado más 
equitativo y justo (Haro, 2010:129). 

Este marco indica que en los Estados modernos se vuelve un factor clave la garantía, reco-
nocimiento y protección de  los derechos humanos para generar condiciones de vida que 
aseguren una sociedad más equitativa, igualitaria y plural. De acuerdo con la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU, 2019), los derechos humanos son las garantías jurídicas uni-
versales que protegen a los individuos y grupos contra acciones que interfieren sus libertades 
fundamentales y en la dignidad humana. Todos tenemos los mismos derechos humanos, sin 
discriminación alguna. Estos derechos son interrelacionados, interdependientes e indivisibles.

El avance y la conquista de derechos humanos obligan a voltear a sectores que en algún 
momento fueron completamente excluidos de la agenda pública. Uno de estos es el grupo 
lésbico, gay, bisexual, transexual, transgénero, travesti e intersexual, LGBTTTI. Se reconoce a 
individuos cuya orientación sexual  -capacidad de cada persona de sentir atracción emocional, 
afectiva y sexual por otra persona- es diferente a la heterosexual; pudiendo ser homosexual, 
lesbiana y gay que sienten atracción por el mismo sexo, y bisexual, como la atracción por 
ambos sexos. En este sentido, las siglas LGB hacen referencia a la orientación sexual o pre-
ferencia sexual, término también empleado en la legislación mexicana.

Las siglas TTTI aluden a la identidad de género, que se define como el concepto que se tiene 
de uno mismo como ser sexual y de los sentimientos que esto conlleva. De acuerdo con el 
Glosario de la diversidad sexual, de género y características sexuales del Consejo Nacional 
para Prevenir la Discriminación (CONAPRED), la identidad de género se relaciona con cómo 
vivimos y sentimos nuestro cuerpo desde la experiencia personal y cómo lo llevamos al ámbito 
público, es decir, con el resto de las personas. Se trata de la forma individual e interna de vivir 
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el género, la cual podría o no corresponder con el sexo con el que nacimos; esta es indepen-
diente de la orientación sexual. Se hace referencia a personas:

-Travesti, aquella que expresa su identidad de género -ya sea de manera permanente o tran-
sitoria- mediante la utilización de prendas de vestir y actitudes del género opuesto que social 
y culturalmente se asigna a su sexo biológico.

-Transgénero, individuo con cualidades y comportamientos de género -el ser masculino o fe-
menino- que no coinciden con su sexo de acuerdo con los patrones sociales y culturales, por 
lo que se identifica o adopta los del género opuesto. El uso del atuendo del género opuesto es 
la conducta más ostensible de la transgeneridad.

-Transexual, individuos que se sienten y se conciben a sí mismas como pertenecientes al 
género y al sexo opuestos a los que social y culturalmente se les asigna en función de su 
sexo de nacimiento, y que pueden optar por una intervención médica —hormonal, quirúrgica 
o ambas— para adecuar su apariencia física y corporalidad a su realidad psíquica, espiritual 
y social.

-Intersexuales. Se refiere a la presencia en la anatomía de una persona de órganos sexuales 
que corresponden a características de ambos sexos o estructuras que son difíciles de definir o 
resultan ambiguas desde la lógica que reconoce sólo dos sexos. Para efectos de este trabajo 
se reducen las siglas a “LGBTI”, contemplando con la única “T” a las personas trans1.

En 1979 se realizó la primera marcha gay en México en la Ciudad de México. La larga lucha de este 
grupo responde a las manifestaciones de violencia basadas en el deseo del perpetrador de “castigar” 
dichas identidades, expresiones, comportamientos o cuerpos que difieren de las normas y roles de 
género tradicionales, o que son contrarias al sistema binario hombre/mujer. Las personas LGBTI se 
desarrollan dentro de una sociedad con una clara inclinación a la heteronormatividad2 y cisnormativi-
dad3 como modelos sociales dominantes que construyen juicios de valor sobre lo que deben ser los 
hombres y las mujeres; de esta manera, este grupo sufre de estigmas, estereotipos y discriminación. 

1   El término trans describe diferentes variantes de la identidad y expresión de género, cuyo denominador común es que el sexo 
asignado al nacer no concuerda con la identidad o expresión de género de la persona. 
2   La heteronormatividad se compone de reglas jurídicas, sociales y culturales que obligan a las personas a actuar conforme a 
patrones heterosexuales dominantes e imperantes. Fuente: Global Rights: Partners for Justice (2010), “Cómo lograr credibilidad 
y fortalecer el activismo: una guía para la incidencia en temas de sexualidad”. 
3   La cisnormatividad es “la expectativa de que todas las personas son cisexuales [o cisgénero], que aquellas personas a las que 
se les asignó masculino al nacer siempre crecen para ser hombres y aquéllas a las que se les asignó femenino al nacer siempre 
crecen para ser mujeres. Fuente: Greta R. Bauer,et al. (2009), “I don’t think this is theoretical; this is our lives”: How erasure im-
pacts health care for transgender people, Journal of the Association of Nurses in AIDS Care. 
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De acuerdo con la ONU (2014:1), el estigma puede entenderse en general como un proce-
so de deshumanización, degradación, desacreditación y desvalorización de las personas de 
ciertos grupos de la población. El objeto del estigma es un atributo, cualidad o identidad que 
se considera «inferior» o «anormal”. Asimismo, los estereotipos se basan en la presunción 
de que los miembros de un grupo social poseen atributos o características sociales; ambos 
conceptos pueden legitimar actos de discriminación por parte de los mismos ciudadanos y de 
la autoridad.

La Comisión Interamericana de los Derechos Humanos (CIDH, 2015:47) identifica en la re-
lación de “discriminación y violencia” el concepto de “violencia por prejuicio por orientación 
sexual, identidad de género o expresión de género”, esto constituye una herramienta para la 
comprensión de la violencia contra estas personas. De igual manera, algunos países incluyen 
en su legislación el concepto de crímenes de odio a las agresiones basadas en el rechazo, 
intolerancia, desprecio, odio y discriminación sobre estos individuos. La Encuesta Nacional 
sobre Discriminación ENADIS 2017 de INEGI, encontró que 3.2% de la población mexicana 
mayor de 18 años se identificó como no heterosexual y 96.8% como heterosexual; es así que 
identificando las condiciones de vulnerabilidad que enfrenta este grupo, se vuelve necesario 
el esfuerzo por parte del Estado para generar políticas eficaces para su protección, así como 
para la obligación de investigar y sancionar los delitos de violencia por perjuicio. 

La protección del derecho al libre desarrollo de la personalidad4  de este sector de la población 
es resultado de una amplia lucha del reconocimiento de la diversidad sexual y de género5 del 
ser humano. La apertura de ideas por parte de las nuevas generaciones, la transmisión de 
información, la visualización de la realidad distanciada de la religión y creencias, y la orienta-
ción de los gobiernos por la inclusión, seguridad y libertad de todos los ciudadanos brindan un 
nuevo panorama en la forma que las personas pueden expresar la diversidad sexogenérica, 
la cual, busca su legitimación e inclusión en los sistemas de valores y marcos normativos de 
las distintas sociedades6. 

4  Este derecho deriva de la dignidad de toda persona mediante el reconocimiento de elegir de forma autónoma quién quiere ser 
para el cumplimiento de metas y objetivos fijados en su proyecto de vida. 
5   También conocida como diversidad sexogenérica.
6  Con base a Peter Berger y Thomas Luckman (1968:66-68), La construcción social de la realidad, Buenos Aires: Amorrortu.
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2.	 Adecuaciones al marco jurídico para el ejercicio de derechos de la población 
LGBTI en México

La ENADIS 2017 revela que la población mexicana opina que los grupos que en mayor pro-
porción ‘se respeta poco o nada sus derechos humanos’ son a las personas trans, los ho-
mosexuales y las personas indígenas con 72%, 66% y 65%, respectivamente. No obstante, 
64.4% de las personas piensa que se justifica poco o nada que dos personas del mismo sexo 
vivan juntas; de igual manera, el 41% de los mexicanos y el 33% de las mexicanas no renta-
rían un cuarto de su vivienda a una persona trans. Los datos revelan contrastes importantes, 
la población mexicana es consciente de las condiciones de inequidad que guardan con otros 
ciudadanos, sin embargo, su apertura a la diversidad es limitada. 

Debido a las desventajas que pueden enfrentar las personas LGBTI en su desarrollo, el Con-
sejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (OACNUDH, 2012:12) señaló cinco obli-
gaciones básicas legales de los Estados para la protección de los derechos humanos de las 
personas LGBTI: proteger a las personas contra la violencia homofóbica y transfóbica; prevenir 
la tortura así como tratos crueles, inhumanos y degradantes prohibiendo y sancionando tales 
actos y garantizando que las víctimas reciban una reparación; derogar inmediatamente leyes 
que penalicen la homosexualidad; prohibir la discriminación por motivos de orientación sexual 
e identidad de género; y preservar la libertad de reunión, expresión y asociación pacífica.

A su vez, el Estado mexicano, al ser integrante de la ONU, asume responsabilidades en mate-
ria de derechos humanos. Algunos documentos del marco jurídico internacional de relevancia 
son la Declaración Universal de Derechos Humanos, que en su artículo segundo estipula que 
toda persona tiene derechos y libertades sin importar condición alguna. Otro documento que 
se caracteriza por su sentido de generalidad es el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos.  Este recurso también brinda protección a los individuos al abolir la pena de muerte 
en los delitos más graves, a pesar de esto, actualmente ocho países aplican esta sanción a 
quienes hayan mantenido relaciones sexuales consentidas con personas del mismo sexo. 

Es importante mencionar estos documentos ya que fungen como las bases en la protección 
y respeto de los derechos humanos de las personas LGBTI a nivel internacional. Los países 
firmantes de la Declaración o del Pacto –incluido México- deben promover en su legislación la 
protección de los derechos humanos. En sentido particular, en 2006 se emitió la Declaración 
de Montreal sobre los Derechos Humanos de Lesbianas, Gays, Bisexuales y Transexuales 
que establecía las principales demandas y exigencias de la población LGBT. De igual manera, 
se han publicado otros documentos que promueven una agenda más incluyente y específica 
para este grupo como los Principios de Yogyakarta, la Declaración sobre Orientación Sexual e 
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Identidad de Género de las Naciones Unidas, Normas Internacionales de Derechos Humanos 
y Orientación Sexual e Identidad de Género, entre otras. 

De forma paralela a los instrumentos internacionales, México ha generado cambios en la legis-
lación. Para efectos de este ensayo se hace énfasis a la reforma de junio de 2011 que adiciona 
al artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la 
edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opi-
niones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dig-
nidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas (Cámara de Diputados, 2018:2). 

La armonización legislativa es el primer reto planteado para el Estado mexicano, de no ser así 
la legislación incurre en acciones de inconstitucionalidad que debilitan al Estado de derecho. 
La plena implementación de la reforma es fundamental para la construcción de una sociedad 
incluyente, por eso la necesidad de acelerar su implementación. 

La falta de articulación y coordinación de los órdenes federal y local, así como entre los Pode-
res de la Unión, ha limitado los efectos de la reforma. Se puede afirmar que entre el servicio 
público y la población, persiste el desconocimiento del contenido y alcances de la reforma, lo 
que limita las posibilidades para su aplicación en las instituciones y la exigibilidad de los de-
rechos. Estos cambios necesarios plantean un nuevo paradigma de obligación a la autoridad 
para asegurar el goce y ejercicio de los derechos humanos (DOF, 2014:14).

La armonización de las leyes debe realizarse en las siguientes dimensiones: 

Normativa: que tome en cuenta la legislación internacional y nacional en derechos humanos 
que tutela a la diversidad sexual, en la que el Estado acepta que ha de respetar, proteger, 
garantizar y promover los derechos humanos, según lo establece el artículo primero constitu-
cional.

La procesal: que se refiere a crear leyes secundarias, programas, procesos, mecanismos y 
políticas coherentes con sus contenidos en acciones concretas y las normas en las que se 
sustentan (ONU, 2010:22) así como en los sistemas de monitoreo y evaluación de la imple-
mentación de estos, en una lógica de multidireccionalidad en la que los diversos actores obli-
gados e interesados en el tema han de interactuar (Ramos, Irma y González, José, n.d.:29).

Es por esto que se identifican tres adecuaciones urgentes en la legislación mexicana para 
proteger la dignidad y derechos de las personas LGBTI. En primera instancia, se requiere la 
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tipificación de crímenes de odio en los códigos penales estatales para generar estadísticas 
de delitos basados en discriminación; segundo, dar paso a legislar para facilitar el matrimonio 
entre personas del mismo sexo; y, tercero, facilitar el cambio de identidad de género de las 
personas trans.

La población LGBT suele ser víctima de crímenes de odio. Las conductas criminales contem-
plan desde amenazas verbales hasta el asesinato, estos crímenes comunican un mensaje 
amenazante al resto de los integrantes de los grupos (Parrini, Rodrigo  y Brito, Alejandro, 
2012:11). Actualmente, solamente 12 estados contemplan en su Código Penal violencia por 
prejuicio a personas LGBTI, o equivalente. Es así que no existe una cifra oficial estimada de 
personas violentadas o asesinadas por su condición sexual; la falta de tipificación de homicidio 
como crimen de odio o de violencia por prejuicio y la incapacidad, desconocimiento y falta de 
sensibilización de las instituciones para atender a la población LGBT dificultan generar esta-
dísticas que focalicen y sustenten los esfuerzos del Estado.

Cifras de la organización Letra Ese muestran que en México entre 2013 y 2017, al menos 381 
personas fueron asesinadas por motivos relacionados a su orientación sexual (Brito, 2018:13). 
Es posible que este número represente solamente un tercio de los delitos que se cometen en 
el país. En ocasiones los familiares omiten denunciar los homicidios por condición sexual ya 
que pueden volverse objeto de prejuicios; asimismo, la falta de capacidad de las autoridades 
impide identificar a los individuos de acuerdo a su orientación sexual e identidad de género. 
Bajo la misma línea, los ataques no letales son comunes en la región por lo que se vuelven 
parte de la vida cotidiana de las personas LGBT, omitiendo así su denuncia y la posibilidad de 
monitorear estos delitos (CIDH, 2015:17). 

Para el segundo punto, las parejas del mismo sexo pueden contraer matrimonio en 14 estados 
sin recurrir a procedimientos legales. En el caso de los estados donde no es permitido se debe 
promover un juicio de amparo ante tribunales federales para la revisión del caso. Al respecto, 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN, 2015) emitió la tesis de jurisprudencia en 
2015 bajo el rubro “Matrimonio. La ley de cualquier entidad federativa que, por un lado, consi-
dere que la finalidad de aquél es la procreación y/o que lo defina como el que se celebra entre 
un hombre y una mujer, es inconstitucional”. 

Resulta de importancia dotar de seguridad jurídica a estas parejas ya que, de acuerdo 
a un estudio demográfico realizado por académicas de la UNAM y el Colegio de Méxi-
co en 2010, se estima que viven en México 229 mil 473 hogares liderados por parejas 
del mismo sexo (Rabell y Gutiérrez, 2012:35). Tres cuartas partes de dichas familias 
tenían hijos e hijas, representando 0.6% del total de familias a nivel nacional; por esto, 
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se vuelve necesario reformar el Código Civil de los estados para suprimir el lenguaje 
no incluyente. 

La tercer exigencia es incluir en el Código Civil de las entidades federativas la posibilidad 
de que las personas trans gocen del derecho a una identidad jurídica o nombre de acuerdo 
a su condición sexogenérica. Es de importancia para la comunidad trans contar con la po-
sibilidad de rectificar las actas ante el registro civil ya que esto permite ejercer el derecho 
al desarrollo de su personalidad humana, así como también otro tipo de derechos políticos, 
económicos, culturales, laborales, a la seguridad social, a la educación, entre otros. 

En relación a esta exigencia, la SCJN ya había emitido en 2008 la Sentencia del Tribunal 
Pleno en el Amparo Directo 06/2008, donde reconocía la posibilidad de la rectificación del 
acta  de nacimiento en lo relativo a la mención registral del nombre, con la finalidad de 
adecuar su acta a la realidad social y jurídica. Este antecedente permite que las personas 
trans modifiquen su identidad sexual o nombre por un procedimiento judicial de alto costo, 
sin embargo, en la Ciudad de México mediante la reforma al Código Civil en 2015, es posi-
ble realizarlo de manera sencilla y accesible; recientemente más estados como Michoacán 
y Colima han realizado las adecuaciones necesarias. 

3.	 Programas federales para la promoción y protección de los derechos huma-
nos de las personas LGBTI en México en el periodo de 2012 a 2018

Es un hecho que la violencia entre los ciudadanos requiere de la intervención del Estado. 
No obstante, entre 2011 y septiembre de 2017, CONAPRED analizó un total de 1,075 
presuntos actos de discriminación por orientación sexual, identidad y expresión de géne-
ro o características sexuales donde encontró que el 79% consistió en quejas contra par-
ticulares y el resto en quejas contra personas del servicio público (CONAPRED, 2018:4).

Esto reafirma que la Administración Pública no reduce su trabajo a velar por los dere-
chos en las relaciones entre particulares, sino que el mismo aparato administrativo en 
el ejercicio de sus funciones puede incurrir en actos de discriminación y violación de 
derechos humanos. Por estas razones, a partir del conocimiento del marco jurídico y de 
la situación de la población LGBTI en México, se dará pasó a hacer una revisión de los 
programas implementados por la Administración Pública Federal (APF) en el periodo de 
2012 a 2018, a fin de conocer los mayores retos por venir para los nuevos gobiernos y la 
sociedad civil en la implementación de una política pública LGBTI.
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El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 planteaba la instauración del Programa Na-
cional de Derechos Humanos PNDH 2014-2018, el cual en su objetivo 3° “Garantizar el 
ejercicio y goce de derechos humanos”, estrategia 3.2. “Responder a las problemáticas 
de derechos humanos de personas y grupos específicos”, establece la línea de acción 
3.2.3. “Impulsar una cultura de respeto de los derechos de las personas lesbianas, gays, 
bisexuales, transexuales, travestis, transgénero e intersexuales”. La estrategia 1.2 del 
mismo plan también contempla la promoción de la armonización legislativa conforme a 
los contenidos constitucionales establecidos.

La Secretaría de Gobernación se identifica como el principal agente en la realización y 
coordinación de la política de Estado en materia de derechos humanos. El PNDH 2014-
2018 es el programa que responde a las necesidades entorno a la promoción, vigilancia 
y garantía de los derechos humanos, sin embargo, a partir de una revisión de los resul-
tados de su implementación se encontró que existen indicadores de acciones realizadas, 
con buen nivel de avance, principalmente en capacitación de los servidores públicos y 
la armonización normativa para asegurar que la APF se apegue a la reforma de 2011 en 
materia de derechos humanos.

Uno de los principales requerimientos en generar mejores condiciones institucionales 
que aseguren el desarrollo de grupos vulnerables es contar con instituciones preparadas 
para atenderlas, por el contrario, este programa no cuenta con indicadores que reflejen 
el impacto de la implementación del programa en los grupos objetivo de las intervencio-
nes. 

Precisamente la ficha del indicador, del objetivo 6 “Sistematizar información en materia 
de derechos humanos para fortalecer las políticas públicas” presenta bajos avances; 
esto se traduce en el desconocimiento de la efectividad del mismo y la limitación de ge-
neración de información útil para los tomadores de decisión. En 2017 se definieron los 
Términos de Referencia  para llevar a cabo la evaluación independiente del programa, 
por lo que la generación de información no permite reorientar esfuerzos con la identifica-
ción de aspectos susceptibles de mejora a lo largo de la ejecución  del programa. 
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Cuadro 1. Porcentaje de avance en la elaboración de sistemas de indicadores por derechos humanos

Fuente: PNDH 2014-2018:81.

El programa identificó para el año 2017 un porcentaje de 39.37% de entidades federativas 
que cuentan con un diagnostico en materia de derechos humanos. El desconocimiento de las 
condiciones que guardan los estados dificulta a los gobiernos locales comprender e identificar 
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las principales problemáticas que afronta su población. Esto también se ve reflejado en la falta 
de incorporación del enfoque de derechos humanos en la capacitación de la Administración 
Pública local y en la legislación y planes de desarrollo estatal y municipal. 

Por otro lado, derivado de la entrada en vigor de la reforma a la Ley Federal para Prevenir y 
Eliminar la Discriminación publicada en el Diario Oficial de la Federación el 20 de marzo de 
2014, se puso en marcha el Programa Nacional para la Igualdad y No Discriminación PRO-
NAIND 2014-2018, que fue un programa especial transversal que llevaban a cabo todas las 
dependencias y entidades de la APF para promover políticas e incorporar la obligación de la 
sociedad de actos discriminatorios desde el servicio público, así como fortalecer el conoci-
miento de la situación de discriminación en México y al cambio cultural hacia la pluralidad, 
diversidad, igualdad y no discriminación; su implementación se le atribuyó a CONAPRED en 
conjunto con otras instituciones promotoras de derechos humanos. 

De acuerdo con los resultados finales del PRONAIND, las fichas de indicadores de los primeros 
dos objetivos establecen porcentajes de un buen cumplimiento de las metas planteadas para 
el año 2018. Estos indicadores hacen referencia a cambios en normatividad y actualización de 
cláusulas antidiscriminatorias para el servicio público, es decir, indican acciones realizadas. 

En el tercer objetivo, se buscó garantizar medidas progresivas tendientes a cerrar brechas 
de desigualdad que afectan a la población discriminada en el disfrute de derechos, esto se-
ría medido a partir del porcentaje de la población mayor a 18 años con rezago educativo. La 
medición se hizo con base a datos de rezago educativo de diferentes grupos sociales emitida 
por el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social; este indicador no 
es relevante para la medición de resultados de las líneas de acción de esta estrategia, ni del 
programa, ya que el PRONAIND no contribuye de manera directa a los indicadores. 

La ENADIS 2010 refleja la relación de la educación en los individuos con el porcentaje de dis-
posición a que una persona homosexual viva en la misma casa, el porcentaje de aceptación 
asciende de acuerdo a la escolaridad de la población. Mientras que solamente el 31.3% de las 
personas sin escolaridad permitirían vivir a una persona homosexual en su casa, el 72% de las 
personas con posgrados respondieron afirmativamente al planteamiento. Si bien la disminu-
ción de la carencia social de rezago educativo incide en la tolerancia por parte de la población, 
el programa no aporta de forma directa. 

El objetivo cuatro, se dirigió a la difusión de la situación de discriminación en el país. El quinto 
objetivo se refiere el cambio cultural a favor de la igualdad, diversidad, inclusión y no discri-
minación con participación ciudadana; el indicador “Percepción ciudadana de estereotipos y 
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prejuicios sociales en espacios de reproducción de la discriminación en México” utilizó para 
su medición como línea base la ENADIS 2010 con un porcentaje 24.2%. Afortunadamente se 
cuenta con información de la misma encuesta para el año 2017 con un porcentaje de 23.2%; 
quedando así distante a la meta planteada para el año de 2018 de 18.3%. Los avances y la in-
formación son limitadas, por lo que dificulta el monitoreo de los efectos del programa; además, 
el programa no produce información específica de la población LGBTI. 

El presupuesto asignado a instituciones promotoras de derechos humanos ha incrementado 
en los últimos años, al menos en el ámbito federal. Tomando como base el ejercicio fiscal de 
2004 donde CONAPRED ejerció 53,926,529 millones de pesos, para el año 2017 este órgano 
ejerció 173,865,358 millones de pesos. Por su parte, la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos (CNDH), órgano constitucional autónomo, presenta un alto incremento en presu-
puesto como se presenta en la gráfica 1.

Gráfica 1. Presupuesto ejercido por la CNDH de 2003 a 2017 (mdp)

Fuente: Elaboración propia con datos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Como se puede observar, el presupuesto de la CNDH aumentó de manera considerable desde 
la última administración. Para el caso de CONAPRED, desde su creación en 2003, su presu-
puesto se ha triplicado. De igual manera, la Subsecretaría de Derechos humanos de la Secre-
taría de Gobernación fue creada a partir de la administración de Peña Nieto en 2013, la cual 
estaría encargada de coordinar la política de derechos humanos en el país. Los problemas de 
gobernabilidad que atraviesa el país han llevado al incremento del presupuesto a instituciones 
encargadas de la protección de derechos humanos, no obstante, se carece de información 
para medir el impacto de la coordinación y de las acciones realizadas por parte de las depen-
dencias, entidades y órganos autónomos. 
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A pesar de la falta de información en torno a las personas LGBTI, la ENADIS en sus ediciones 
de 2005, 2010 y 2017 ha generado información útil. 

Gráfica 2. Porcentaje de población de 18 años y más que no le rentaría un cuarto de su vivienda a una 
persona por orientación sexual e identidad de género

Fuente: Elaboración propia con datos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

A partir de una comparación de los resultados de la ENADIS, se puede observar en la gráfica 
2 que el rechazo por parte de los ciudadanos es mayor en 2005, sin embargo, el tamaño de la 
muestra de esta encuesta es demasiado pequeña7. La Encuesta de 2010 hizo una distinción 
de personas homosexuales en lesbianas y gays, donde no se encuentra una diferencia esta-
dísticamente significativa para ambos grupos; en las primeras dos ediciones de la ENADIS no 
se contempla aún información de las personas trans. 

Para el año 2015 las personas homosexuales son objeto en menor medida de prejuicios y 
discriminación con un porcentaje que reduce en 11.4 puntos porcentuales en comparación 
con 2010, desafortunadamente, las personas trans siguen sufriendo de mayores prejuicios 
con un porcentaje de 36.40% de rechazo. Respondiendo al mismo planteamiento, en 2017 las 
mujeres afirmaron que no rentarían un cuarto de su vivienda con un 33% a personas trans y 
un 30% a personas homosexuales; mientras que los hombres con un 41% a personas trans y 
un 35% a homosexuales; esto refleja que existe mayor aceptación e inclusión por parte de las 
mujeres, en comparación con los hombres, hacia las diferentes expresiones sexogenéricas. 

7  Se realizaron cinco mil 642 cuestionarios globales, por lo que los resultados pueden no ser representativos. La ENADIS 2005 es 
el primer esfuerzo en generar información en este tema a partir de esfuerzos de CONAPRED y la Secretaría de Desarrollo Social. 
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Aunque haya una disminución del porcentaje de rechazo a compartir el hogar con una persona 
homosexual, la ENADIS 2017 halló que el 64.4% de la población de 18 años y más justifica 
poco o nada que dos personas del mismo sexo vivan juntas como pareja, asimismo el 43% 
de la población no estaría de acuerdo con que sus hijos se casaran con una persona del mis-
mo sexo. Es así que los datos indican que los mexicanos han incrementado su disposición a 
convivir con personas homosexuales, no obstante, más de la mitad no consideran justificables 
este tipo de uniones.

Para el caso de la Administración Pública local, se han realizado interesantes avances para la 
protección de los derechos humanos de personas LGBTI. El 14 de febrero de 2019 el ayunta-
miento de Zacatecas reconoció que el matrimonio entre personas del mismo sexo será legal 
en el municipio. También, el día 19 de febrero de 2019 se inauguró en el municipio de Ecatepec 
de Morelos, Estado de México, el departamento de Igualdad de Género y Diversidad Sexual, 
adscrito al Instituto Municipal de las Mujeres e Igualdad de Género, el cual brindará asesoría 
y acompañamiento en casos de quejas por discriminación, hasta el acompañamiento legal por 
crímenes de odio. Otro caso se dio en Coahuila, donde se abrió la posibilidad de rectificar el 
nombre para las personas trans en su acta de nacimiento. 

A pesar de los importantes, pero lentos pasos que están tomando los estados y municipios 
en México, la implementación de estas políticas también representan una dificultad para los 
gobiernos locales ya que éstos se desenvuelven en un contexto de multiniveles y multiactores 
dentro de la nueva gobernanza. Tanto estados y, en mayor medida, municipios cuentan con 
menores recursos financieros y capacidad técnica para implementar con éxito una política 
LGBTI. Además, la implementación intergubernamental de la reforma y de los recursos ge-
nerados por la SCJN responde a una política con enfoque top-down que se ve limitada por la 
autonomía que brinda el sistema federal (Galvani, 2018:409-410).

4.	 Conclusiones

El Estado de derecho democrático ha configurado instituciones que velen por la igualdad y 
equidad de los individuos. Es cierto que la crisis de inseguridad que presenta el país afecta a 
todos los individuos que habitan o transitan el territorio mexicano, sin embargo, existen grupos 
que requieren intervenciones mejor focalizadas y articuladas. En consecuencia, con el análisis 
realizado se puede asegurar que la población LGBTI aún carece de una política que asegure 
la protección de sus derechos humanos.
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La reforma al artículo primero de 2011 y los recursos emitidos por la Suprema Corte funda-
mentan una política de no discriminación y derechos humanos que se debe adecuar a la nor-
matividad en todo el país. Esta actualización y supresión de normas discriminatorias brinda 
certeza jurídica a los matrimonios igualitarias, la posibilidad de la adopción por estas familias, 
a la personalidad jurídica de personas trans y la tipificación de crímenes de odio motivados por 
orientación sexual e identidad de género, en un primer momento, pasando también a cambios 
en la normatividad que regula la actuación de la Administración Pública. 

Poner en marcha acciones gubernamentales no se reduce en mejorar las relaciones entre 
particulares, sino también en la relación del servicio público con la ciudadanía; una ciudadanía 
cada día más participativa, crítica e interesada en la generación de resultados. Es de suma 
importancia reconocer la labor de la sociedad civil organizada en la generación de datos e 
información útil para colocar a la población LGBTI en la agenda de gobierno. 

La APF del periodo de gobierno de 2012 a 2018 implementó dos programas en materia de 
derechos humanos y discriminación. A partir de la revisión de ambos programas se identificó 
que la mayoría de la información que generan los programas en materia de derechos humanos 
reportan acciones realizadas centradas en legislación, capacitación y promoción de informa-
ción. Estas condiciones dificultan el monitoreo del impacto de los programas.

Se puede afirmar que la información es limitada ya que la generación de datos referente a la 
discriminación no ha sido continua. Organizaciones de la Sociedad Civil, así como instancias 
gubernamentales y la CNDH y sus homólogos generan información valiosa, sin embargo, ca-
recen de una estrategia de coordinación para recabar cifras y generar estadísticas útiles para 
los tomadores de decisión.

Al contar con escasa información del desempeño de las instituciones, en términos cualitativos 
y cuantitativos, disminuye la posibilidad de formular nuevas políticas en el futuro que atiendan 
las carencias sociales de grupos vulnerables. Para la administración entrante existe un claro 
compromiso por generar políticas más incluyentes como el caso del ayuntamiento de Ecate-
pec o Zacatecas, que a pesar de que surjan ciertos obstáculos en su implementación, la con-
quista de derechos es un hecho irreversible. 

De acuerdo con las capacidades de las instituciones en los tres órdenes de gobierno, es como 
se determinará la probabilidad de éxito de la implementación de políticas en materia de dere-
chos humanos. Los principales retos para la administración entrante es la falta de información 
y de una estrategia de coordinación para diseñar una política en torno a la población LGBTI. 
Las acciones aisladas de las instituciones del Estado dejan espacios que son subsanados por 
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organizaciones civiles, sin embargo, éstas están sujetas a la capacidad de acción y de influen-
cia en la agenda política. Por ejemplo, el Congreso de la Ciudad de México ya tiene presente 
la prohibición de terapias de conversión gracias a la presión de la sociedad civil organizada. 

El Circuito de Diversidad Sexual en coordinación con Agenda LGBT, lograron en 2014 la ob-
tención de la Resolución de Queja por parte de la CNDH, en contra del Estado mexicano por 
violar los derechos humanos básicos de las poblaciones de la diversidad sexual. Ese mismo 
año Agenda LGBT planteo, entre otras demandas, la aprobación y publicación de la Ley Ge-
neral de Diversidad Sexual para la creación de un programa social integral de carácter trans-
versal en conjunto con el Programa Nacional de Derechos Humanos. En 2016 el ex presidente 
Enrique Peña Nieto mandó la iniciativa de reforma al Código Civil federal para su reforma y el 
reconocimiento del matrimonio igualitario en la Constitución, sin embargo, la iniciativa se frenó. 

Para 2019 ya se planteó de nuevo la iniciativa de ley y la creación de un Instituto Nacional de la 
Diversidad Sexual. Es así que la política específica a población LGBT se ha puesto en debate 
durante diferentes administraciones, sin embargo, no ha sido aprobada para su ejecución. 
Crear una institución con capacidad técnica y atribuciones para la política LGBTI es una vía 
que puede incrementar la eficacia y medición de resultados de la intervención gubernamental 
para este grupo específico. 

La institución dotada de autoridad para diseñar e implementar la política pública para este 
grupo vulnerable deberá generar información de calidad y oportuna que permita conocer las 
necesidades y las demandas que enfrenta esta población para definir de mejor manera los 
problemas que serán susceptibles a atender. Esto permite plantear de mejor manera los obje-
tivos y la focalización, la coordinación, implementación y evaluación de la acción gubernamen-
tal en el desempeño de sus tareas y el uso del presupuesto público asignado.

La política de derechos humanos implica costos y esfuerzo por parte de las instituciones de 
la Administración Pública de los tres órdenes, esto se traduce en que las dependencias y 
entidades involucradas modifican su forma de operar. Estos cambios en las organizaciones 
implica uno de los mayores retos, sin embargo, la generación de resultados y la ejecución 
de decisiones conjuntas y acciones articuladas que beneficien a la población, en específico 
a las personas LGBTI, pueden resultar en un mayor satisfacción y confianza por parte de los 
ciudadanos con la democracia y la administración, lo que puede llevar a la política específica 
para este grupo a un circulo virtuoso con mejoras en los indicadores de derechos humanos y 
discriminación.
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